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    Era un día de diciembre de 2005. Yo ya estaba absolutamente decidido y ya lo había hablado con mi mujer. Cogí lo que tenía por casa, un pequeño mp3 del año 2000 con función de grabadora y me lo coloqué en el bolsillo de la americana. Cuando tuve a Paco Correa delante de mí, la grabadora ya estaba en marcha. Grabando. Así empezó esta historia.


    Ignoraba con qué podría encontrarme. Solo estaba seguro de que los denunciaría. Hacía unos años ya había llevado a fiscalía pelotazos urbanísticos en mi ayuntamiento, Majadahonda, y precisamente por eso me habían expulsado del PP. Sabía que Paco Correa estaba metido en irregularidades, pero jamás imaginé la dimensión de todo aquello: el mayor caso de corrupción de la historia de España.


    La excusa para estar con ellos era la formación de un partido independiente en Majadahonda. Ellos querían ayudarme

    —para después utilizarme— y me convertí en una persona de su confianza, pasamos mucho tiempo juntos.


    Conocí a Correa en mi boda, celebrada en 2001. Él era el marido de mi compañera de trabajo Mari Carmen y lo invité porque así me lo indicó mi entonces jefe y amigo Guillermo Ortega. Sin saberlo, me situé en una atalaya desde la que podía divisar la corrupción en España.


    Durante dos años estuve grabándolos a escondidas, un total de más de ochenta horas de conversaciones. Algunas inservibles, por el ruido o por fallos técnicos. No soy un profesional. Dos años dan para ver, oír y grabar muchas cosas. Tuve miedo, sentí pánico, quise dejarlo… Absolutamente asqueado, me convertí en un ateo político.


    Yo me vi ante un conglomerado de empresas que servían al PP y que constituían un nido de auténticas víboras, de negocios sucios, oscuros y mafiosos. Si bien lo grave era todo lo que hacían, a mí me sorprendía cómo lo hacían.


    Paco Correa, Pablo Crespo y Álvaro Pérez sentían un desprecio miserable por la sociedad, por sus mujeres y por sus familias. Presencié cómo insultaban al camarero que les servía, gritaban al taxista que los trasladaba o maltrataban a sus empleados. Ellos se sentían por encima del bien y del mal. Se sentían dioses. Impunes ante todo. Solo respetaban aquello que les servía para su fin.


    Hay que recordar quién era Correa en aquella época. Se trataba de una de las personas más poderosas de España. Multimillonario. Cenaba con el presidente Aznar todos los meses, se iba de vacaciones con el yernísimo Agag, tenía negocios con Berlusconi... Ministros, senadores y congresistas lo llamaban para sus business…


    Durante un tiempo, en diciembre de 2005, se marchó de su casa y se instaló en el lujoso hotel Gran Meliá Fénix de Madrid, donde alquiló dos suites. Todo lo hacía a lo grande. Allí despachaba con los altos cargos del PP de Madrid, Valencia, Baleares… En el salón de ese hotel es donde encendí por última vez mi grabadora el 12 de diciembre de 2007 y recogí, con el sonido de un piano de fondo, la frase en la que decía que había llevado «mil kilos» a Bárcenas de comisiones en el Ministerio de Fomento y sus alardeos por el negocio que iba a hacer con Paco Camps con motivo de la Fórmula 1 en Valencia. La alusión a Bárcenas ha puesto de relieve la implicación en el caso de la cúpula de un partido y su máximo dirigente, Mariano Rajoy. Los alardeos demuestran el control que tenían en una comunidad autónoma en la que hacían lo que querían y por donde la corrupción campaba a sus anchas.


    Los pagos en dinero o en especie —trajes, camisas, relojes o vehículos de alta gama— eran la moneda de pago corriente que recibían los miembros del Partido Popular por facilitar, agilizar o directamente adjudicar contratos públicos a las empresas del caso Gürtel. Si bien todos los actos cumplían aparentemente con la legalidad, todos escondían un trapicheo u otro, en algunas ocasiones tan burdo como se está demostrando en la Comunidad Valenciana, comunidad que tienen el triste privilegio de tener los dos primeros condenados en firme por la trama Gürtel, uno de ellos un vicepresidente de gobierno, nada menos.


    Es duro, muy duro saber que tu decisión, siendo la correcta, te va a acarrear los mayores males inimaginables. Yo asumí que mi destino sería más duro que la travesía del desierto de Gobi: insultos, descréditos, mentiras, represalias, violencia. Hubo seguidores del PP que me escupían cuando paseaba con mi hijo de apenas unos meses en brazos.


    Me sorprende que todavía me pregunten por qué lo hice. Por qué denuncie. Era mi obligación como ciudadano. Pudo más el amor que el temor. El amor a dejar a mis hijos un mundo siquiera una milésima mejor que el que era cuando nacieron. Cuando se corrompe el político, el dinero no llega a su destino: faltan ambulancias, policías, profesores… La corrupción no es solo un delito económico sino, en última instancia, un auténtico atentado contra el Estado de bienestar.


    No les extrañe que el PP no hable, no haga comentarios: simplemente no puede. Siendo Mariano Rajoy el responsable político último de haber dejado hacer a la trama, ¿cómo van a hablar? Confío en que los jueces actúen rectamente: el Partido Popular debe ser juzgado conforme a la Ley de Partidos Políticos por asociación ilícita y debe ser suspendido hasta la total devolución de todos los miles de millones de euros robados, estafados, desaparecidos.


    En este libro aparecen todos los protagonistas de la corrupción en España y en la Comunidad Valenciana: políticos, periodistas, grandes empresarios, funcionarios de todos los niveles… El lector se sumergirá en una época informativa trepidante y descubrirá lo cercanos que están los protagonistas de todos los casos que nos escandalizan. Quizá usted, amigo lector, tenga un buen amigo o conocido, quizá su propio jefe no sea ajeno a este caso de corrupción.


    Siendo un niño contemplé por primera vez el mar en Valencia, ahora veo el primer libro sobre Gürtel nacer en el mismo lugar. Que un periodista de aquella tierra, joven e investigador, se atreva a dar un paso adelante y recoja los testimonios de los políticos e informadores que han vivido el caso de cerca es un orgullo para todos los valencianos. Que alguien ose levantar la voz en la autonomía donde el PP ha cometido tal sinfín de tropelías, donde gobierna con mano cercana a la dictadura, tanto en las instituciones política como en los juzgados, en los resortes policiales y económicos, es casi propio de un autentico héroe.


    Invito a los lectores a luchar contra la corrupción sea del tipo que sea. Unos denunciando, otros informando y otros, valientes como Sergi Castillo, buceando en las letrinas del caso para darnos una nueva luz sobre el mismo.


    


    José Luis Peñas
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      en la Comunidad Valenciana

    


    


    


    Caso Brugal: Irregularidades en la gestión de basuras en la comarca de la Vega Baja y en la tramitación del planeamiento urbanístico de Alicante.


    Caso Cooperación: Presunto desvío de ayudas destinadas al tercer mundo por parte de la conselleria de Cooperación.


    Caso Emarsa: Irregularidades en la gestión de la estación depuradora situada en Pinedo (Valencia) y en la gestión de aguas en la Generalitat Valenciana.


    Caso Fabra: Supuesto cobro de Carlos Fabra de comisiones por intermediación para conseguir favores.


    Caso Ivex: Contrato en B de la Generalitat Valenciana con el cantante Julio Iglesias para la promoción de la Comunidad Valenciana.


    Caso Nóos: Convenios de la Generalitat y el Ayuntamiento de Valencia para celebrar el encuentro anual Valencia Summit y los Juegos Europeos. Forma parte del caso Palma Arena.


    Caso Over Marketing: Contratos de la Generalitat Valenciana con esta empresa de publicidad. Forma parte del caso Palma Arena.


    Caso Taroncher: Contratos públicos de la Generalitat Valenciana con la empresa Taroncher, vinculada presuntamente al conseller Serafín Castellano.


    Caso Terra Mítica: Gestión del parque temático de Benidorm y fraude a través de una trama de facturas falsas.
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    —Te puedo arreglar el presupuesto como me digas. Si nuestra empresa resulta la elegida por la comunidad de vecinos, puedo hacer un apaño.


    —No le entiendo.


    —Puedo sumar tu parte al total y después devolvértela, así no te cuesta dinero, o incluso hacerte algún arreglo que necesites en casa…


    —¿Cómo?


    —No se enteraría nadie.


    


    Aquel hombre de unos cincuenta años se presentó en mi casa a las siete de la tarde, al terminar su jornada. Despeinado, cansado, piel castigada de años de trabajo al sol. Un trabajador. Llevaba ropa sucia y ni siquiera podía adivinarse el color de las zapatillas de tantas manchas de pintura que acumu­laban.


    Su empresa era pequeña, pero me dijo que había trabajado como subcontratista para las firmas más grandes y para alguna conselleria. Por sus explicaciones, advertí que dominaba el tema de la restauración de fachadas y, de inmediato me transmitió mayor confianza que otros comerciales de americana y corbata que ya habían desfilado por mi casa para presentarme presupuestos. Como presidente de la comunidad de vecinos, no pude eludir aquellas gestiones, en ocasiones incómodas.


    Fue la primera vez que me pasaba algo así. Y me sorprendió. Supongo que a él también le produjo extrañeza mi reacción.


    


    —Bueno… Eh… Si quieres esa bonificación también la podemos hacer en el zaguán de la escalera… No sé… O bajar el precio.


    —Gracias. Adiós.


    


    Aquella noche le estuve dando vueltas a sus palabras, el «apaño», el «arreglo». Durante un instante imaginé cómo quedaría mi habitación recién pintada y un nuevo parqué. Hacía meses que tenía en mente algunos cambios, pero con el pago de la derrama aprobada por la comunidad para restaurar la fachada yo ya tenía bastante. ¿Cómo podría pedirle sal a mi vecina Alicia sabiendo que gracias a su dinero disfruto yo de tarima de cerezo?


    El hombre que me hizo aquella proposición no era un recién llegado al sector. Pensé en todas las comunidades de vecinos más numerosas que le habrían contratado con anterioridad, en los administradores de fincas, en los políticos y en los funcionarios que firman contratos, en empresarios que manejan grandes obras y cotizan en bolsa… ¿Acaso estaría pasando lo mismo? ¿Quién habría corrompido antes a quién? ¿Tiene más responsabilidad el corruptor o el corrompido? ¿Qué va primero, el huevo o la gallina?


    Los directivos de una comisión de fiestas, una banda de música, o un equipo de fútbol base… ¿estarían recibiendo los mismos ofrecimientos por parte de proveedores? De lo que sí estaba seguro era que aquel inesperado ofrecimiento no era un hecho aislado. Se trataba de un ejemplo a pequeña escala de lo que estaba ocurriendo en la sociedad valenciana.


    En la Comunidad Valenciana hemos vivido unos años trepidantes desde el punto de vista periodístico. Las noticias sobre corrupción política se han sucedido de forma fulgurante, sin apenas tiempo para el análisis, la reflexión o la simple asimilación de lo que uno estaba leyendo.


    En aquellas reflexiones, las noticias protagonizadas por El Bigotes, Chanín, Fenoqui, el Curita, el Príncipe, el Tuerto, Rogger Rabit, la Perla, el Duque Empalmado se acumulaban en mi mente hasta el punto de confundir unos casos de corrupción con otros. Y me dio por pensar que no se trataba de asuntos diferentes, sino que todos ellos formaban parte del mismo clan, una banda mafiosa perfectamente organizada, dedicada a arrasar con todo el dinero que encontraban a su paso. «El trabajador de las zapatillas manchadas seguro que forma también parte del grupo», me dije.


    Los valencianos hemos vivido subidos a una montaña rusa. Hace muy poco todos éramos felices y ricos. De repente hemos descubierto que no hay jeringuillas en los hospitales, se caen a trozos los techos de algunos centros escolares y la Generalitat está tan arruinada que hasta le cortan la electricidad. Los mismos responsables políticos que nos subían a megayates de lujo, hacían posible que desde la ventana de casa pudiéramos ver carreras de Fórmula 1 o nos construían un paseo de mil trescientos millones de euros, desfilan ahora por el juzgado acusados de robar nuestro dinero. Ahora, precisamente ahora, que es cuando menos dinero tenemos y más lo necesitamos.


    Unos días después de aquel turbio ofrecimiento, decidí indagar en lo ocurrido y fruto de aquella inquietud es el trabajo que el lector tiene en sus manos. Me propuse analizar de forma sosegada y tranquila todo lo ocurrido en la Comunidad Valenciana. Debía encontrar las respuestas a todas mis preguntas. ¿Cómo ha sido posible que la persona que aparecía en la cima del poder político valenciano y al que algunos señalaban como sustituto de Rajoy en el PP, Francisco Camps, haya terminado repudiado por su propio partido? ¿Cuántos casos de corrupción y cuántas tramas corruptas han operado en la Comunidad Valenciana durante su mandato? ¿A cuánta gente afectan? ¿Cuánto dinero envuelve el negocio de la corrupción? ¿Por qué no ha afectado el estallido de los casos de corrupción a la mayoría electoral del PPCV?


    Hablé con los periodistas que lo contaron y los políticos que lo vivieron. Además, para ir más allá y situar lo ocurrido en su justo contexto, contacté con varios intelectuales y profesores.


    En las siguientes páginas aparecen multitud de referencias a corrupción urbanística, corrupción financiera y corrupción municipal, pero esta es, ante todo, una crónica de la corrupción política, del tsunami informativo de los últimos años que se ha llevado por delante a toda una generación de políticos de la primera fila y ha laminado a la cúpula del partido que ha atesorado más poder en democracia en la Comunidad Valenciana.


    En ninguna región democrática y avanzada del mundo pueden exhibir un catálogo tan amplio como el valenciano: el presidente de la Generalitat y sus dos antecesores, cuatro ex vicepresidentes del ejecutivo, nueve ex consellers, el presidente de las Cortes y su antecesora, cuatro ex portavoces parlamentarios del partido en el gobierno, catorce diputados autonómicos, los alcaldes de las tres capitales, los ex presidentes de las Diputaciones de Castellón y Alicante y más de cien altos cargos y ex altos cargos. Todos imputados o acusados

    por delitos de corrupción. Por servirme de una imagen, no es que en el cesto hubiera una manzana podrida sino que todo el almacén de alimentos estaba en estado de descomposición, plagado de orugas y gusanos. Por eso los testimonios de este libro sostienen que el PPCV más que como partido político ha actuado como una organización criminal.


    Durante mucho tiempo Camps y el PPCV, en su discurso, han repetido machaconamente aquello de que los valencianos éramos los primeros, los líderes. Y hoy, por fin, tiene razón. Líderes en corrupción.


    Solicité por el canal habitual (gabinete de prensa) el testimonio a los dirigentes del PP, que ni siquiera me contestaron. Uno de los recursos que suelen utilizar en el PPCV para «justificar» lo sucedido es apuntar que la corrupción no es un fenómeno exclusivo de los valencianos. Inmediatamente después señalan a Andalucía, gobernada por el PSOE, donde se investiga el destino fraudulento de 141,5 millones de euros por el caso de los ERE, con 120 imputados. Lo cierto es que las comunidades bañadas por el mar Mediterráneo —Andalucía, Murcia, Baleares, Cataluña y Comunidad Valenciana— han centrado la mayor parte de escándalos de la última década.


    En el índice sobre transparencia que anualmente elabora la entidad Transparencia Internacional, la valenciana ocupaba en 2012 el número 15 de 17 comunidades autónomas de España. La clasificación se elabora en función de ochenta indicadores que tratan de abarcar las áreas más importantes de la información que los responsables de cada gobierno deberían poner públicamente a disposición de la sociedad. Por detrás tan solo se encuentran Murcia y Castilla la Mancha. Por el contrario, lideran la tabla de transparencia País Vasco, La Rioja, Cantabria y Andalucía.


    El 13 de enero de 2013 el periodista Francesc Arabí denunciaba en Levante-EMV que «soñar con resucitar la marca Valencia en estas condiciones es querer vender hielo en Siberia. Si este país fuera un restaurante, habría que constatar que la inmensa mayoría del personal es gente honrada, políticos incluidos, que se esfuerza en pelar patatas, glasear y darle al soplete de cocina, el I+D+i de los fogones. El problema es que unos cocineros conspiradores del terreno meten tropezones sorpresa a la sopa. Hoy un pelo de bigote, mañana una cucaracha. Y así no se puede entrar en ninguna guía gourmet aunque otros bares también sirvan caldo con rata flotando».


    La democracia es el sistema que garantiza los instrumentos para evitar estos abusos e impedir que esos «cocineros» de los que habla Arabí metan las manos en nuestra comida. Por eso precisamente han salido a la luz y se están investigando en los tribunales de justicia. La imagen de los políticos está por los suelos. Este libro me permite rebatir esa frase tan repetida de que «todos los políticos son iguales». Precisamente son algunos de ellos, conscientes del daño que se está infringiendo a la democracia, quienes han dado a conocer lo que ocurría y quienes han acudido ante los tribunales incluso costeándose ellos mismos los gastos y arriesgando su patrimonio personal.


    Este trabajo es un reconocimiento a ellos, a los jueces, a los fiscales y a todos los periodistas de investigación que han sufrido numerosas presiones políticas y laborales para poder realizar su trabajo.


    Esta no es una historia para disfrutar sino para informarse y para indignarse. Como decía Stéphane Hessel, «Cuando algo nos indigna nos volvemos militantes, fuertes y comprometidos. Volvemos a encontrarnos con esta corriente de la historia y la gran corriente de la historia debe perseguirse por cada uno. Y esta corriente nos conduce a más justicia y libertad».
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    Voluntariamente ofrezco este sacrificio personal para que Mariano Rajoy sea el próximo presidente del Gobierno, para que el Partido Popular gobierne España y para que España sea esa gran nación que los españoles queremos. Un sacrificio personal y un sacrificio político y familiar. Dejo la presidencia de la Generalitat. La dejo en este mismo instante. Inocente. Completamente inocente de las barbaridades que durante estos años se han dicho de mí, como las otras tres personas que están también en un mismo absurdo, brutal proceso que nadie entiende, que nadie comprende, que es falso. Y que el día de mañana muchas personas —no como yo—, tendrán que bajar la cabeza por la barbarie que han ido cosiendo para tapar la ilusión democrática, legítima y de libertad del pueblo al que represento, que es el pueblo valenciano.


    


    Francisco Camps pronunciaba aquellas palabras el 20 de julio de 2011 a las cinco en punto de la tarde ante las mismas piedras colocadas hacía casi seis siglos en el patio gótico del edificio medieval que alberga la sede de la Generalitat, en el corazón de Valencia. Un escenario cargado de simbolismo y testigo de multitud de contingencias históricas y políticas desde que en 1418 Alfonso el Magnánimo convirtiera la Generalitat en el órgano de administración de los fondos del Reino de Valencia y decidiera dotarla de su propio edificio.


    En su origen, la Generalitat administraba los donativos e impuestos ofrecidos por los tres brazos integrantes de las Cortes, el eclesiástico, el militar y el civil. Aquellas mismas paredes albergaron la Real Audiencia tras la guerra de sucesión y la derogación de los fueros, el revolucionario Comité Ejecutivo Popular de Valencia durante la contienda de 1936 y la Diputación Provincial durante la dictadura franquista. En 1982, con la llegada de la autonomía, se recuperó su uso original y, en 2003, Camps se convirtió en el tercer presidente electo en ocupar el emblemático edificio decorado con obras de Juan de Juanes, Mariano Benlliure, Francisco Ribalta o Jerónimo Jacinto Espinosa.


    El mismo presidente Camps culminó la rehabilitación de la dependencia más antigua para convertirla en la sala donde se reunía su gobierno y colocó en cada pared un cuadro representativo: uno de Jaume I el Conquistador, otro del piadoso Padre Jofré y un tercero del humanista Luis Vives.


    Ahora comparecía derrotado, con la senyera de fondo y acompañado de sus personas más cercanas —entre ellas su mentora y protectora, la alcaldesa de Valencia Rita Barberá, que aquella tarde había cambiado su uniforme rojo por un riguroso luto— para anunciar que abandonaba el cargo de presidente que ostentaba desde hacía ocho años.


    Bajaba del trono para sentarse en el banquillo.


    


    La Comunidad Valenciana es lo más grande que hay en el mundo. Eso lo aprendí en mi casa, de mis mayores y lo he transmitido también a mis hijos. Somos los mejores, este es el mejor territorio, la comunidad más grande de España y la mejor región de Europa, y por eso han ocurrido las cosas que han ocurrido.


    


    Lo que había ocurrido era el estallido del caso Gürtel en el cénit de su carrera y la revelación de sus íntimas relaciones con los miembros de una trama corrupta que había saqueado los fondos públicos de la Generalitat. Francisco Camps estaba imputado por corrupción y acusado de un presunto delito de cohecho pasivo impropio por el que iba a ser juzgado en el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.


    Según todos los indicios, Camps había aceptado varios trajes de la red de corrupción. Aquellas prendas de vestir habían acabado con su carrera, pero pronto se descubriría que no se trataba de un hecho aislado. Bajo su mandato, la Generalitat había alcanzado las cuotas de corrupción y degradación más altas de cualquier institución europea.


    Camps no entendía por qué tenía que ser él quien pagara por todos los pecados de su partido. Debió de pensar que la denominada «rama valenciana de Gürtel» y los «tres trajes» que le atribuían eran una anécdota para un partido que, según la investigación y los testimonios, llevaba décadas financiándose de forma ilegal, cuyos miembros de la cúpula, incluido el presidente Mariano Rajoy, habían ido recibiendo sobresueldos de pagos en dinero negro procedentes de empresarios a los que compensaban con adjudicaciones de contratos públicos.


    


    


    

  


  
    

    

    1. El virrey



    

    

    «Amistad, que no dinero.» El lema está inscrito en una vieja talla de madera de roble que, colgado detrás de la barra, preside el clásico mesón. En el escudo situado justo encima, apenas pueden intuirse los restos de lo que un día fue el dibujo de la senyera de Jaume I, un castillo y un toro bravo. Completan ese peculiar altar vertical un conjunto de época formado por un trabuco, una porra y una espada y, un poco más lejos, una balanza, el símbolo de la justicia.


    Francisco Camps, Esteban González Pons y Gerardo Camps acudían a diario a aquel local, un mesón situado en la calle Artes Gráficas de Valencia, a espaldas de la facultad de Derecho y muy cerca del estadio de Mestalla. Corrían los años ochenta y ellos eran jóvenes estudiantes a los que tiempo después apodarían «el clan de la Gomina». El nombre del establecimiento era premonitorio: El Agujero.


    En aquel bar, debajo de aquella frase, «Amistad, que no dinero», y entorno a un café con leche, los tres mantenían largas tertulias sobre política y deporte, las dos pasiones del líder del grupo, Francisco Camps. En 1982 Camps se había afiliado a Alianza Popular y, al poco tiempo, fichó a sus amigos Esteban y Gerardo, por entonces presidente y secretario de la Asociación Independiente de Estudiantes. En cuanto a su segunda pasión, Camps era hincha del Valencia Club de Fútbol: su abuelo no solo había sido fundador del club sino que también había hecho posible la construcción del estadio del Valencia C.F. en 1923.


    Francisco Enrique Camps Ortiz (Valencia, 1962) se crió en la pedanía valenciana de Borbotó, al norte de la ciudad. Su familia materna era del Cabanyal y la paterna, de Poble Nou, donde él nació. Le pusieron Francisco por su padre y Enrique por su abuelo. Se educó en los jesuitas de Valencia y todos lo definen como una persona creyente, practicante, de misa dominical.


    Su abuelo Enrique era un emprendedor que puso en marcha una empresa familiar de transportes. En los años setenta, sus padres montaron una fábrica de género de punto y los hijos ayudaban.


    Se casó con la novia que tenía desde COU, Isabel Bas, y tuvo tres hijos. Estudió Derecho, pero nunca llegó a ejercer de abogado. En aquellas charlas en El Agujero hablaban de sus sueños, de su futuro, de las posibilidades personales que se les abrirían cuando terminaran la carrera, pero sentado en aquel mesón, Francisco Camps no llegó a imaginar nunca en el verdadero agujero por el que terminaría cayendo cuando alcanzara lo más alto de su carrera política.


    A sus más fervientes seguidores les gustaba decir que Paco es una persona hecha a sí misma que ha ido escalando posiciones poco a poco. Que lo ha sido todo en el partido. Incluso había hecho de conserje en la sede de Alianza Popular. Él mismo explicó en abril de 2007 a El País que cuando se afilió al partido le dieron las llaves para quedarse en un local en el que no había nadie, tan solo un joven de buena familia del centro de Valencia, Fernando de Rosa, al que años más tarde haría conseller de Justicia y vicepresidente del Consejo General del Poder Judicial.


    ¿Por qué se afilió? Le preguntaron en una entrevista en Telva. «Me dolía la falta de peso que tenía Valencia en las noticias nacionales. Aunque ahora estamos apareciendo demasiado… Pero en fin. Yo pensaba: “Si los valencianos somos los mejores, ¿cómo es posible que no ocurra nada en Valencia, ni coches, ni motos, ni juegos olímpicos, ni exposiciones…?”. Y mire ahora.»


    Entre 1983 y 1999, Camps fue asesor del Grupo Popular, concejal de Tráfico, de Hacienda, portavoz del Gobierno municipal, diputado nacional y conseller de Cultura, Educación y Ciencia. En enero de ese mismo año, Camps fue llamado por José María Aznar para ocupar el segundo escalón del gobierno, al frente de la secretaría de estado de Administraciones Territoriales. Y poco después era nombrado vicepresidente primero del Congreso. Tanto en 1996 como en 2000, época de máximo esplendor nacional del PP, encabezó la lista al congreso del PPCV por la provincia de Valencia, lo que le otorgó una gran popularidad y lo convirtió en uno de los principales activos del partido.


    A lo largo de todo este recorrido por el escalafón administrativo y durante su presencia en Madrid, Camps fue conociendo a personas que serían clave para él. En su etapa en la capital de España vivió en casa de Juan Cotino, con quien había compartido buenos momentos cuando los dos eran concejales del gobierno de Rita Barberá. Cotino era entonces director general de la Policía. Aquella alianza entre los tres demostraría ser sólida y permanecería inalterable durante mucho tiempo.


    En julio de 2002, el presidente del Gobierno, José María Aznar, vive sus días de gloria. Todavía no ha estallado la guerra de Irak ni se ha celebrado la pomposa boda de su hija en El Escorial cuya ostentación fue objeto de crítica hasta por parte de los medios de comunicación más cercanos, pero una molesta huelga se lleva por delante al ministro de Trabajo, Juan Carlos Aparicio, y el presidente echa mano para el cargo de una persona con talante y buena imagen en Madrid: Eduardo Zaplana.


    Éste pensaba que se había dejado todo atado y bien atado en Valencia. Su número dos en el gobierno, José Luis Olivas, ocuparía temporalmente la presidencia de la Generalitat —a la espera de un destino relevante, como la presidencia de Bancaja— y Camps aguardaría el máximo tiempo posible al frente de la Delegación de Gobierno para beneficiarse de los logros de Aznar y poder presentarse en las elecciones de 2003 como candidato infalible.


    Y así fue. Camps se convirtió en 2003 en el tercer presidente autonómico elegido en las urnas, el sexto en ocupar el cargo por detrás de Josep Lluís Albiñana, Enric Monsonís (preautonómicos), Joan Lerma, Eduardo Zaplana y José Luis Olivas. «Yo jamás me he acomodado en ningún cargo. Podría seguir siendo concejal del ayuntamiento con Rita, pero fui aceptando retos —declaró Camps en su última entrevista—. Empecé ordenando el tráfico y terminé dirigiendo todo el escenario, que es lo bonito, lo que a mí me gusta. Es que al final mi bagaje es impresionante…», presumía sin conocer qué es la modestia.


    Camps fue el primer mandatario de la Comunidad Valenciana que hizo su discurso oficial de investidura íntegramente en valenciano, jurando su cargo sobre la Constitución, el Estatuto de Autonomía, un ejemplar de Els Furs de Jaume I y una Biblia. Estos cuatros volúmenes condensan su visión de la política y de la vida.


    

    El robo a las monjitas


    

    Eduardo Zaplana (Cartagena, 1956) llegó a la política rodeado de escándalos, acusaciones de corrupción y de despilfarro. Los principales méritos del entonces líder del PPCV eran haber convertido a una región votante de izquierdas y de tradición republicana en uno de los principales feudos de la derecha española y haber fagocitado al regionalismo valenciano incorporándolo al partido. Teniendo en cuenta su origen murciano, en este segundo caso, el mérito es todavía mayor.


    Zaplana instauró en 1995 una nueva forma de entender el poder en la Comunidad Valenciana que quedaría asentada una vez se marchara a Madrid. Las amplias mayorías del PPCV y esa forma de entender la política serían su legado. El periodista de Información de Alicante, Pere Rostoll, considera que Zaplana fue «el diseñador de un modelo basado en el enriquecimiento fácil y en un sistema corrupto que instaló en el PP de la Comunidad».


    A pesar de ser el blanco de todas las dianas, el antecesor de Camps nunca llegó a estar imputado por corrupción, pero uno de sus consellers no solo fue imputado sino que llegó a entrar en prisión por robar el dinero a unas religiosas, inaugurando así la triste historia de la corrupción en la Comunidad Valenciana. Luis Fernando Cartagena (Orihuela, 1954) fue alcalde de su ciudad natal de 1987 a 1995, año en el que fue nombrado conseller de Obras Públicas de la Generalitat.


    Todo aquello ocurrió en 1993. La hermana Bernardina, del Hospital Municipal de San Juan de Dios de Orihuela, entregó un sobre con ocho millones de pesetas (48.000 euros) al consistorio para que fueran destinados a las familias más pobres y necesitadas del municipio. El entonces alcalde, Luis Fernando Cartagena, lo cogió, lo escondió en un piano situado en el edificio consistorial y fue sacando billetes poco a poco, en función de sus necesidades personales y las necesidades de su partido.


    Cuando se enteró de que se investigaba el paradero del donativo, Cartagena tenía varias opciones. La más sencilla, reponerlo de su bolsillo. Sin embargo, prefirió diseñar un plan bastante más complicado, recurriendo a un empresario amigo, Ángel Fenoll, al que le pidió que falsificara unas facturas con las que justificar el gasto y hacer creer al juez que el dinero se lo había gastado en mejoras en las chabolas de los gitanos del municipio. No le salió bien.


    La Audiencia de Alicante condenó a Cartagena y a Fenoll a cuatro y un años respectivamente por malversación de caudales públicos y falsedad en documento mercantil. El ex alcalde de Orihuela y ex conseller de Obras Públicas pidió el indulto al Gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero, que lo rechazó, y en 2008 ingresó en el Centro Penitenciario de Villena. De Ángel Fenoll hablaremos más adelante.


    El asunto de las monjitas no es el único al que se ha tenido que enfrentar Luis Fernando Cartagena. De hecho, no fue por este caso por el que dimitió en 1999 del Consell de Zaplana sino por otro que todavía está pendiente de resolver en los juzgados veinticinco años después.


    Presuntamente, Cartagena se benefició en 1988 de un producto financiero del Banco de Santander que era opaco al fisco, en el conocido como caso de las primas únicas. La Agencia Tributaria dio de plazo entre 1993 y 1996 para que los titulares de las primas únicas regularizaran su situación y pagaran a Hacienda. La mayoría de imputados así lo hicieron, pero algunos, entre los que se encontraba Cartagena, negaron ser los titulares de esas cuentas.


    El caso ha pasado por varios juzgados y el grueso se archivó, no así la pieza que afectaba a Cartagena. El ex conseller ha pedido sin éxito el archivo de su causa alegando prescripción, pero en 2008 un juzgado de Orihuela decretó la apertura de juicio oral. El fiscal anticorrupción de Alicante pide tres años de cárcel por un fraude fiscal de 310.000 euros.


    Por último, Cartagena también está imputado en el caso Metrored, un fraude fiscal de más de siete millones de euros relacionado con la venta de minutos de telefonía. El ex conseller se enfrenta a una pena de cinco años de prisión por su gestión, en esta ocasión, como empresario.


    La esposa de Cartagena, Ana Encabo, alto cargo de la Generalitat en época de Zaplana, fue secretaria autonómica de Empleo con Francisco Camps y guarda muy buena relación con el sector empresarial valenciano. De hecho, tras su paso por la administración pública, fue fichada como secretaria general de la Cámara de Comercio.


    Cuando el ex conseller salió de la cárcel, en 2010, fue contratado por el presidente del Consejo de Cámaras de Comercio de la Comunidad Valenciana, José Vicente Morata, como asesor. El dirigente empresarial alegó que se presentaron tres firmas para el concurso y que la empresa de Cartagena resultó adjudicataria por cuatro años y un importe de setenta mil euros. Morata calificó de «gran profesional» al ex conseller.


    Sor Bernardina seguro que no opina lo mismo.


    

    El voto cautivo


    

    «El que gana las elecciones coloca a un sinfín de gente y toda esa gente es un voto cautivo… Supone mucho poder, en un ayuntamiento, en una diputación, en todas partes.» En febrero de 2009 la Cadena Ser difundió una conversación privada en un mitin de Carlos Fabra en vísperas de las elecciones autonómicas y municipales de 2007. Sin saber que alguien lo grababa, el dirigente provincial mostraba sus cartas: «Yo no sé la gente que habré colocado en doce años, pero entre Peñeta (complejo socio-educativo de la Diputación), el Hospital, la Diputación, el Puerto…».


    La llegada del PPCV al poder autonómico en 1995 no supuso solamente el relevo en las administraciones sino que se intentó ocupar todo el espacio ciudadano: el social, cultural, empresarial, educativo… Las subvenciones y ayudas estarían condicionadas a la lealtad que cada colectivo mostrara con el poder político.


    De las tres fundaciones de la Generalitat Valenciana existentes en 1995 se pasó a 79 fundaciones, agencias y empresas públicas en 2010 donde han colocado a 12.136 personas, según reveló en 2012 el diputado socialista Rafael Rubio. El representante del PSPV-PSOE en las Cortes definió a este entramado como una «administración paralela a la oficial», donde miles de personas cobran sueldo público sin pasar por concurso o prueba de méritos. Todos enchufados. Todos al servicio de quien los enchufó.


    A esta cantidad hay que sumar las tres diputaciones, con sus respectivas entidades vinculadas, los ayuntamientos, y multiplicar por los familiares, amigos y personas cercanas a los enchufados, que siempre votarán al PP.


    La Asociación Contra la Corrupción de la Comunidad Valenciana presentó en septiembre de 2013 en el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana sendas querellas contra los dirigentes del PPCV Alberto Fabra y Serafín Castellano por enchufar a familiares y contratar a personas que no acuden a su lugar de trabajo. Entre otros delitos, los acusan de malversación, prevaricación y tráfico de influencias, cuando Alberto Fabra estuvo al frente del Ayuntamiento
 de Castellón y cuando Castellano aterrizó en la conselleria de Gobernación y Justicia.


    Las palabras de Carlos Fabra no han quedado aisladas. La alcaldesa de Alicante, Sonia Castedo, fue pillada in fraganti en las conversaciones del caso Brugal cuando intentaba que el empresario Enrique Ortiz —sus empresas se llevan uno de cada tres euros del presupuesto municipal por adjudicaciones de servicios— contratara a las personas que ella le sugería. En su declaración ante el juez, Castedo reconoció que «personalmente» intentaba «mover los currículos», porque eso era parte de su labor como alcaldesa.


    Hay otras fórmulas. El empresario Ángel Fenoll, el mismo que intentó dar coartada a Luis Fernando Cartagena en el robo a las monjitas, fue condenado en 2002 por delito electoral, al comprobarse que había pagado treinta euros por cada voto al PP al colectivo gitano de Orihuela en los años noventa.


    Más recientemente, en junio de 2009, el Centro Integral de Inmigrantes Latinoamericanos de Castellón denunció que a 39 familias de inmigrantes les ofrecieron un puesto de trabajo para que acudiesen al mitin electoral que el PP celebró con motivo de las elecciones al Parlamento Europeo en la plaza de toros de Valencia. Las familias lo denunciaron cuando no vieron recompensado su esfuerzo y continuaron en el paro.


    El encargado de reclutarlos fue Germán Fernández, presidente de la asociación colombiana Valencia Nos Une y trabajador de la red Amics que impulsó el conseller Rafael Blasco cuando estuvo al frente de la conselleria de Cooperación. Fernández, quien según el PSPV-PSOE ha recibido 254.584 euros en subvenciones del Ayuntamiento de Castellón, está imputado por un supuesto fraude en el reparto de alimentos a personas necesitadas.


    

    Eliminar el zaplanismo


    

    Uno de los retos más grandes a los que tuvo que hacer frente Francisco Camps cuando fue elegido presidente fue gestionar la herencia de Eduardo Zaplana en el PPCV o, mejor dicho, despegarse de ella. El ex alcalde de Benidorm supo conformar una organización cohesionada (con la excepción, si a caso, de Carlos Fabra en Castellón) y anuló las referencias locales (también con la excepción de Rita Barberá, con cuyo protagonismo institucional no tuvo más remedio que convivir).


    «El todopoderoso líder del PP valenciano se convirtió en Dios y la afirmación no resulta exagerada a los ojos de cualquiera de los que entonces convivieron y tuvieron una relación más o menos cercana con el dirigente popular. Nada se hacía o decidía en la Comunidad sin pasar o saberse en el despacho del Palau de la Generalitat. Zaplana ejerció un poder absoluto», relataba el periodista Juan Carlos Ferriol en Las Provincias (19 de junio de 2011).


    Siendo ya ministro Zaplana intentó influir desde Madrid, como si Camps continuara siendo un simple delegado suyo, lo que provocó grandes tensiones en el seno del partido. Camps llegó a la presidencia de la Generalitat en junio de 2003 y se puso al frente de un grupo parlamentario que solo tenía fidelidad hacia su antecesor. Además, en su primer ejecutivo, tuvo que incluir a tres personas hasta entonces identificadas con el zaplanismo y con las que no guardaba simpatía alguna: Gema Amor, Miguel Peralta y Alicia de Miguel. El núcleo duro lo conformaban Gerardo Camps y Esteban González Pons, con quienes pasó de compartir la terraza del bar El Agujero a sentar en la mesa del Palau de la Generalitat.


    Para diferenciarse del boato, la soberbia, la ambición desmedida, el gusto por el gasto y la ausencia del valenciano que marcaron a su antecesor y que habían centrado todas las críticas de la oposición, aquellos primeros meses en el poder de Camps en 2003 fueron de sobriedad, cercanía y cierto valencianismo gestual.


    El decano de la Facultad de Periodismo de la Universidad de Castilla la Mancha, Antonio Laguna, considera que Camps se convierte en poco tiempo «no solo en alumno aventajado de Zaplana sino en un maestro que lo supera por completo. Zaplana ha construido un partido clientelar, una máquina para ganar elecciones, y Camps lo que hace es multiplicar eso».


    Josep Moreno, diputado socialista en las Cortes Valencianas, define a Camps como un escolanet: «Iba de bueno, de persona caritativa, de un personaje histórico. Eduardo Zaplana en cambio era el chulo, el macarra, el pillo, el caradura, el soberbio».


    Para el ex portavoz socialista Ángel Luna, Francisco Camps «parecía más escrupuloso con la gestión de los servicios públicos que Zaplana». Según Luna, este último «se presentaba como un liberal y, de hecho, en su comportamiento privado actuaba como un liberal». Desde su punto de vista, Camps «solo tenía una obsesión, que era el poder. Y para observar y acrecentar su poder sería capaz de cualquier cosa».


    Los personajes históricos preferidos de Camps —decla­rado por él— son Winston Churchill, Juan Pablo II y Juan Carlos I. Sobre todo el primero, de quien admira su «valentía de enfrentarse él solo al fascismo desde su pequeña isla». No solo los admiraba sino que el propio Camps ha llegado a compararse con Churchill, uno de los principales líderes europeos del pasado siglo. «Es que es lo mismo —se justificaba en una entrevista—. Churchill dijo: “Hitler sabe que o gana esta pequeña isla o perderá la guerra”. Yo dije: “Zapatero sabe que o gana esta pequeña Comunidad que yo presido o perderá el gobierno de España”.»


    Ángel Luna destaca de Camps su «mesianismo». «Tengo la sensación de que quería hacer un paréntesis en la historia entre Jaume I y él, como si en medio no hubiera habido prácticamente nada. Quiso erigirse en el símbolo espiritual de lo valenciano y eso de alguna manera le servía de justificación moral para hacer lo que hacía. Todo estaba justificado en la medida de que él era el único capaz de entender, comprender y defender al pueblo valenciano y que la defensa del pueblo valenciano estaba por encima de cualquier cosa.»


    El portavoz adjunto de Esquerra Unida en las Cortes, Ignacio Blanco, considera que Camps «parecía un asceta, una persona con una vena profética, un poco iluminado», pero reconoce que «en los primeros momentos todavía se controlaba y parecía que iba a poner un poco más de orden en la gestión del dinero público».


    

    Aire fresco


    

    La jefa de política del periódico El Mundo en la Comunidad Valenciana, Marisol Hernández, subraya que Camps «tuvo una inmensa suerte, todavía no he entendido por qué», ya que «gozó desde el principio de un tratamiento en los medios de comunicación mejor que el de Zaplana. Todos estaban rendidos a sus pies. Se presentó como un político diferente a lo que había supuesto Eduardo Zaplana. Sobre él siempre había habido sospechas de corrupción que no han sido probadas y Camps construyó su figura en contraposición a él, marcando distancias desde el primer momento».


    Pere Rostoll afirma que Camps «abrió la mano y ofrecía, al menos de puertas hacia fuera, una imagen diferente».


    El jefe de contenidos de Radio Valencia Cadena Ser, Bernardo Guzmán, acusa de ello a la izquierda y cree que muchas personas del ámbito del PSPV-PSOE «equivocaron su estrategia» al recibir al nuevo presidente «con los brazos abiertos». «La izquierda contribuyó muchísimo a consolidar a Francisco Camps ya que juzgaron más las personas que las políticas de las que el Partido Popular había sido responsable ya durante ocho años. Lo vieron más como una bocanada de aire puro.» Para Guzmán, la izquierda «contribuyó a finiquitar la etapa anterior de Eduardo Zaplana, que había generado muchísimas enemistades y controversias. Eso permitió a Camps unos primeros años muy plácidos, elevando su imagen a la honestidad más absoluta».


    Uno de sus primeros anuncios, descartar la fusión Bancaja y la CAM fue cuestionado por el entonces síndic parlamentario, Serafín Castellano, que continuaba siendo portavoz de Zaplana más que de Camps. El momento más duro del enfrentamiento entre ambos fue el 27 de julio de 2004, cuando casi una veintena de diputados populares se ausentaron durante una intervención ante el pleno de las Cortes de Gerardo Camps demostrándole así al presidente su debilidad.


    Zaplana continuaba mandando. Hasta noviembre de ese año, Francisco Camps no se hizo con la presidencia del PPCV, que seguía ostentando Zaplana. Incluso semanas antes, José Joaquín Ripoll amenazó con presentar una candidatura alternativa a la presidencia si no se producía una integración efectiva en la nueva dirección.


    Ripoll había sido vicepresidente del Consell de Eduardo Zaplana y una de las personas que formaba parte de su círculo más cercano. Con la marcha a Madrid del ex presidente, su delfín accedió a la presidencia de la Diputación de Alicante y la del PP provincial. Julio de España, que hasta entonces ocupaba ambos puestos, pasó a presidir las Cortes Valencianas, también como cuota zaplanista. Tras pinchar en el intento de alcanzar la presidencia regional, los acólitos de Zaplana plegaron velas y se atrincheraron en Alicante y su Diputación.


    Entre 2004 y 2008, muy lentamente, Camps fue consolidando su liderazgo en el PP regional, en un proceso progresivo de conversión en Valencia de quienes hasta entonces solo habían reconocido un único líder, Zaplana, y que terminaron claudicando ante la nueva situación.


    El apoyo de Rita Barberá fue inmediato y sus buenas relaciones con Carlos Fabra también le dieron seguridad en Castellón. Desde Serafín Castellano a Julio de España o Alicia de Miguel, todos en Valencia dieron su brazo a torcer y acabaron aceptando, a veces a regañadientes y por no tener otra opción, su posición indiscutible de número uno. A rey muerto, rey puesto.


    En el feudo zaplanista de Alicante, en cambio, el proceso fue más costoso y no culminó. Se centró en las grandes ciudades, aquellas que no dependían de las subvenciones de la Diputación y que escapaban al control de Ripoll. Tras varios intentos frustrados para disputarle la presidencia provincial del PP a Ripoll, Camps echó el resto en diciembre de 2008 y apostó por uno de los últimos reconvertidos a su causa, el entonces alcalde de Benidorm, Manuel Pérez Fenoll, cuya localidad de procedencia, la misma en la que se inició Eduardo Zaplana, suponía un valor añadido.


    En diciembre de 2008, se libró el enfrentamiento en el Teatro Circo de Orihuela y el resultado, por un estricto margen de cinco votos, fue la victoria del candidato zaplanista. Al dirigirse al escenario para clausurar el cónclave, Camps fue abucheado. Un momento amargo.


    En el recorrido de esta senda, Camps tuvo un aliado inesperado: el PSOE. Cuando en 2004 José Luis Rodríguez Zapatero ganó las elecciones y Zaplana se convirtió en portavoz del PP en el Congreso, desde la sede nacional del PSOE en la calle Ferraz insistían al Partido Socialista del País Valenciano en que siguieran sacando sus trapos sucios (fiscalizaron hasta los gastos en chicles y yogures en la etapa de Zaplana en el ministerio).


    José Antonio Piqueras, profesor de Historia Contemporánea de la Universitat Jaume I de Castellón lo considera «un gran error», porque Zaplana, aquí, «ya no era nadie». «Ése ya no era el problema de la Comunidad Valenciana, porque había habido una reacción interna y lo habían descabalgado. La oposición debió haber estado más atenta con las prácticas que estaba introduciendo Camps.» La pregunta es la siguiente: ¿lo estuvo o no?


    

    La llegada de Zapatero


    

    Como veremos más adelante, hay una fecha crucial: el 19 de mayo de 2005, dos años después de la llegada al poder de Camps y siete antes de su dimisión. Los medios de comunicación hablaban ese día de un misterioso joven al que apodaron «Piano Man». Había aparecido en una playa inglesa sin documentación, tenía la mirada perdida, maneras taciturnas y no contestaba a las preguntas de la policía. Como no hablaba, dibujó un piano. Le facilitaron el instrumento y sorprendió a todo el mundo con su capacidad interpretativa. Nadie lo entendía y todos especulaban sobre su repentina aparición.


    El 19 de mayo explica cuestiones clave en la construcción del discurso del PPCV y en lo que estaba ocurriendo en la Comunidad Valenciana.


    Aquel jueves el presidente de la Generalitat, Francisco Camps, comparecía ante la Cámara autonómica para dar cuenta a las preguntas de los diferentes grupos parlamentarios en la conocida como «sesión de control al Gobierno», un debate entre los portavoces de los grupos políticos, que interpelan, y el jefe del ejecutivo, que responde.


    El mecanismo de este debate siempre es el mismo. Los síndics de la oposición sacan los temas más espinosos para el Gobierno, mientras el portavoz del grupo mayoritario, en este caso, el Grupo Popular suele hacer siempre la más amable y conveniente para que el presidente presuma de gestión y exhiba sus argumentos más favorecedores. Camps iba a explicar públicamente el primer encuentro que había mantenido dos días antes con el presidente del Gobierno de España, el socialista José Luis Rodríguez Zapatero.


    «El presidente del Gobierno está atenazado por sus socios de Esquerra Republicana de Cataluña. De ahí que le sea imposible hablar de la Comunidad Valenciana —afirmó en respuesta al portavoz del Grupo Popular, Serafín Castellano—. La especialidad de esta legislatura es el no al agua, no a nuestra personalidad, no al desarrollo económico de la Comunidad, no a los instrumentos que nos permiten ser competitivos y no al futuro de los valencianos», sentenció el dirigente popular.


    En este contexto, el presidente instó a la oposición del PSPV-PSOE a sumarse a la Generalitat Valenciana en la defensa de los intereses valencianos ante el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero. «El modelo de financiación es excepcional, lo que ha ocurrido es que hemos aumentado la población y necesitamos que se reconozca.»


    Apenas había pasado más de un año de la llegada de José Luis Rodríguez Zapatero y el PSOE al poder y los populares valencianos ya tenían bien armado todo su discurso. Lo habían convertido en un argumento cerrado e infalible. El mantra que se repetiría siempre. Daba igual el lugar, el acto, el día, la forma y el aforo.


    Según Antonio Laguna, el discurso practicado por el PP desde su llegada al poder estuvo «dirigido a los sentimientos, con palabras altisonantes, estructurado en frases breves, directas y, por lo menos, fácilmente reproducibles por los medios, con apelaciones constantes a la identidad valenciana, al orgullo por pertenecer a un lugar y a una tierra especial y diferente del resto, avalada por una gran tradición, una cultura propia y una historia singular que justificarían la envida, el acoso o el miedo que nos tienen los otros, los de fuera. Una arquitectura discursiva repleta de imágenes y símbolos que pretende evocar la mixtificación entre partido e identidad valenciana».


    «La pugna política no se libra en el terreno de las ideas o de los proyectos sino en el de las identidades básicas: quién defiende mejor lo nuestro, quién está más capacitado para gobernar lo nuestro. El PP hace un discurso de autoestima y orgullo», argumenta Laguna.


    «En ese planteamiento había una simplificación. O estás conmigo como valenciano, o estás contra mí como antivalenciano. Esa simplificación es reiterada y ampliada por toda una serie de personajes que le dan mucha fuerza y que van desde los portavoces de la Iglesia al presidente del Valencia C.F., llegando a líderes sociales y empresariales. Todo eso orquestado en forma de coro acaba dando una consistencia a ese discurso simbólico, identitario, emocionante que se generalizaba», añade el profesor Laguna.


    Habían conseguido que el PP fuera a la Comunidad Valenciana lo que Convergència i Unió a Cataluña. Como pasó con Jordi Pujol, quien atacara a Camps atacaba a la Comunidad Valenciana. «Por fin un partido ha convertido a la Comunidad Valenciana en el centro del mundo. Éste era el mensaje reiterado por Camps. Somos los mejores del mundo mundial, tenemos Gran Premio de Fórmula 1, tenemos la Copa del América… Somos la envida», explica.


    El Camps sumiso de 2003 al gobierno de Aznar y Zaplana había dado rienda suelta con la llegada de Zapatero a un insólito discurso valencianista hasta el punto de asimilar el partido a la región.


    La llegada de Zapatero al poder después de los atentados del 11-M en Atocha conllevó la retirada de las tropas de Irak y un cambio en la política internacional de alianzas, pero, además, hubo cambios de gran calado en la gestión política de algunas cuestiones que afectarían directamente a la Comunidad Valenciana y serían utilizadas para cimentar su discurso.


    Zapatero se centró en destensar la situación territorial, derogando el polémico trasvase del Ebro, poniendo en marcha la reforma del Estatut de Catalunya prometido al presidente de la Generalitat de Catalunya, Pasqual Maragall, e intentado una salida dialogada al terrorismo en el País Vasco.


    De hecho, el discurso que fabricó a nivel nacional el PP contra Zapatero para desgastarlo en el intento de abrir un diálogo con la banda terrorista ETA caló profundamente en la sociedad valenciana, que había sufrido varios atentados de 2002 a 2005 en Alicante, Benidorm y La Vila Joiosa.


    En este sentido, el ex director general de la Policía y ex conseller Juan Cotino siempre se posicionó en estas cuestiones junto al ala dura del PP. En una entrevista en 2011 a Ràdio 9 sostuvo que durante la tregua de 2006 el Gobierno financió a la banda terrorista «para que comprara las pistolas y los explosivos con los que volaron la T-4» (con ese atentado se rompió la tregua). Incluso Camps quiso demostrar su sensibilidad en este asunto incorporando en el segundo escalón de su gobierno a una de las líderes de la agitación


    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    
  


  
    


    


    
      Anexo

      La factura del despilfarro y la corrupción

    


    


    


    La suma del negocio generado con dinero público por los grandes casos de corrupción de la Comunidad Valenciana y los grandes eventos asciende a 12.500 millones de euros. La magnitud de esta cifra es mayor si se compara, por ejemplo, con todo el presupuesto de la Generalitat Valenciana para 2013, 13.940 millones de euros.


    La factura del despilfarro y la corrupción es similar a la de la deuda histórica del Estado que reclaman al Gobierno central todos los partidos valencianos y que se ha convertido en el eje central del nuevo discurso político del PPCV. Según esta premisa, el problema de la Comunidad Valenciana no ha sido la mala gestión realizada ni la corrupción sino la deficiente financiación.


    Obtener un dato fehaciente sobre la factura de la corrupción es una tarea prácticamente imposible por estar en marcha en los juzgados la mayoría de las investigaciones —algunas bajo secreto de sumario— y variar constantemente las cifras y su alcance en función de las fuentes. Lo mismo ocurre con los proyectos y eventos, rodeados de secreto y confidencialidad, y de los que no existen apenas estudios fiables sobre su rentabilidad.


    El único trabajo serio sobre el impacto económico de la corrupción lo ha realizado Julián López Milla, doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad de Alicante y profesor titular en el Departamento de Análisis Económico Aplicado hasta 2011, cuando fue elegido diputado por el PSPV-PSOE. Julián López y el líder socialista Ximo Puig presentaron el 6 de febrero de 2013 el informe que cifra en 1.184 millones de euros en los últimos tres años el «coste de imagen que supone la corrupción». Para obtener la cifra, López aplicó la metodología de los trabajos del Fondo Monetario internacional (FMI) que resultan de referencia para calcular el impacto de los niveles de corrupción en el crecimiento económico de los países, así como los indicadores de Transparencia Internacional sobre las comunidades autónomas, que solo se publican desde 2010. El cálculo se efectúa tomando como base la distancia del índice global de transparencia en la Comunidad Valenciana en relación con la media española. El FMI establece que cada 2,16 puntos de variación en el índice equivalen a 0,5 por cien en la tasa de crecimiento anual del Producto Interior Bruto.


    


    Casos


    Los grandes eventos


    Según el Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas (IVIE), el coste de los grandes eventos celebrados en la Comunidad Valenciana es de 5.225 millones de euros. Con este dinero se han sufragado eventos o proyectos como la Ciudad de las Artes y las Ciencias, la Ciudad de la Luz, la Copa del América, el Gran Premio de Fórmula 1, Terra Mítica o el Aeropuerto de Castellón, entre otros.


    Están relacionados con estos eventos y proyectos los casos Terra Mítica, Gürtel y Over Marketing.


    


    Caso Gürtel


    Las catorce empresas investigadas por financiar al PP valenciano y las empresas que aparecen en los papeles de Bárcenas recibieron 4.894 millones de euros en adjudicaciones públicas de la Generalitat Valenciana. Siete empresas están siendo investigadas en el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana y ocho en la Audiencia Nacional. Las empresas de la trama Gürtel gestionaron 120 millones de euros en toda España.


    


    RTVV


    La deuda acumulada por el ente público asciende a 1.309 millones de euros. Detrás de esa cifra se esconden numerosas irregularidades y casos de corrupción, como la visita del papa, una pieza separada del caso Gürtel.


    


    Caso Brugal


    Las cinco piezas principales del caso suponen un negocio de 813,3 millones de euros. De ellos, 250 millones de euros corresponden al Plan Zonal de residuos, 190 millones al contrato de recogida de basuras de Orihuela, 250 al plan Rabassa, 120 millones al PGOU de Alicante y 3,3 millones al caso Aguas de Calpe.


    


    Emarsa y la Epsar


    Según el juez, el saqueo de Emarsa asciende a 25 millones de euros. El PSPV-PSOE eleva la cifra a 40 millones de euros. En total, la Generalitat Valenciana aportó 100 millones a la depuradora de Pinedo. A esta cantidad hay que sumar otros 100 millones de euros de las obras adjudicadas por emergencia, y a dedo, por la Entidad de Saneamiento. En total, 200 millones de euros.


    


    Caso Cooperación


    Las adjudicaciones realizadas a empresas vinculadas con Tauroni en las diferentes tramas que habrían acompañado a Rafael Blasco por las consellerias en las que ha estado al frente asciende a 40 millones de euros. La cantidad investigada en la actualidad es de 6 a 8 millones de euros en el caso Cooperación.


    


    Caso Taroncher


    Las adjudicaciones sospechosas realizadas a empresas vin­culadas al amigo del conseller Serafín Castellano ascienden a 7 millones de euros.


    


    Caso Nóos


    Los contratos del Instituto Nóos para organizar el encuentro Valencia Summit y el proyecto de los Juegos Olímpicos Europeos costaron 4,5 millones de euros.


    


    Caso Fabra


    Según la Agencia Tributaria, 4,7 millones de euros es la cantidad de origen desconocido en las cuentas de Carlos Fabra. Y el delito fiscal.


    

  

OEBPS/Images/quadrilatero.jpg
Cuadrilatero
de libros





